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-

de cantidades comercialmente viables de recursos minerales, y la 
entidad ha decidido interrumpir dichas actividades en la misma. 

improbable que el importe en libros del activo para exploración y 
-

casos, o en casos similares, la entidad comprobará el deterioro 
-

rioro se reconocerá como un gasto de acuerdo con la NIC 36.”

CINIIF 12, P.15: “ Si el operador proporciona servicios de cons-
trucción o de mejora, la contraprestación recibida o a recibir por 

-
do con la NIIF 15. La contraprestación puede consistir en dere-

Concordancias
E.T. Art. 32, 61, 93, 128, 131, 134, 137, 142, 143, 143-1, 147, 189 
Par., 200, 291, 772-1 y 850.

Jurisprudencia
(Sen-025444-22): en los O�cios 1017 de 3 de julio de 2018 y 
756 de 27 de marzo de 2019, la DIAN consideró que la fórmula 
prevista en el Num. 5 del Art. 290 del E.T. se debe aplicar a todas 
las pérdidas �scales generadas antes del 2017, en los impuestos 
sobre la renta y complementarios y/o sobre la renta para la equi-
dad CREE, que se pretendan compensar luego de la entrada en 
vigencia de la Ley 1819 de 2016. La Sala anuló los mencionados 
O�cios, bajo la consideración de que desconocen los principios 
de seguridad jurídica e irretroactividad de la ley tributaria, al pre-
tender aplicar un régimen de transición para periodos gravables 
en los que dichos impuestos no coexistían.

(Sen-021329-20): el C.E. uni�có su jurisprudencia con relación 
a los criterios para amortizar el crédito mercantil conforme a las 
normas vigentes para la época de los hechos y a la conclusión 
sentada por esta judicatura en Sent. del 23 de Jul. de 2009 (exp. 
15311, CP: Héctor J. Romero Díaz), el crédito mercantil pagado 
en la adquisición de acciones, cuotas o partes de interés social 
es amortizable �scalmente, bajo el cumplimiento de los requisi-
tos exigidos en los Art. 107, 142 y 143 del ET y sin perjuicio de lo 
dispuesto en el Art. 177-1 del mismo cuerpo normativo. La rela-
ción de causalidad de la expensa con la actividad productora de 
renta (Art. 107 del ET) y el carácter de «inversión necesaria para 
los �nes del negocio o actividad» (Art. 142 del ET), como los 
otros requisitos que se derivan de aquellas normas, no condicio-
nan la procedencia de la deducción por amortización del crédito 
mercantil a la percepción de dividendos gravados por parte de la 
controlante. La admisibilidad de esa deducción encuentra funda-
mento en la vinculación de un intangible a la actividad económi-
ca desarrollada por el sujeto pasivo, previendo razonablemente 
que el mismo contribuya a la generación de renta.

Doctrina DIAN
(Con-028203-18): no se pueden amortizar los saldos del crédito 
mercantil en un lapso diferente al establecido en el Art. 290, por 
tratarse de un régimen de transición y, por lo tanto, de carácter 
excepcional.

Artículo 291. [Creado por el Art. 123 de la L. 1819 
de 2016] Régimen de transición por los ajustes de  

. Los ajustes por concepto de di-
ferencia en cambio se someterán a las siguientes reglas:
1. Los pasivos en moneda extranjera(1) a 31 de diciembre 
del 2016, mantendrán su valor patrimonial determinado 
a dicha fecha. Para los pagos parciales de dichos pasi-
vos se aplicará lo establecido en el artículo 288 de este 
Estatuto, a partir del periodo gravable siguiente. El saldo 
remanente del costo �scal luego de la liquidación total 
del pasivo tendrá el tratamiento de ingreso gravado, cos-
to o gasto deducible.
2. El costo �scal de las inversiones en moneda extranje-
ra, en acciones o participaciones en sociedades extran-
jeras que no se enajenen dentro del giro ordinario del ne-
gocio, respecto de las cuales la diferencia en cambio no 
constituye ingreso, costo o gasto teniendo en cuenta lo 
previsto en el artículo 66 de la Ley 1739 de 2014(2), será:
a) Para aquellas inversiones adquiridas antes del 1 de 
enero de 2015, su costo �scal al 1 de enero de 2017 
será el valor patrimonial a 1 de enero de 2015 de dichas 
inversiones. A partir del 01 de enero de 2017 se aplicará 
lo establecido en el artículo 288 del presente Estatuto 
para los abonos parciales de dichos activos. El saldo re-
manente del costo �scal luego de la enajenación de la 
inversión tendrá el tratamiento de ingreso gravado, costo 
o gasto deducible.
b) Para aquellas inversiones adquiridas a partir del 01 
de enero del 2015, su costo �scal a 01 de enero del 2017 
será determinado con la tasa representativa del merca-
do al momento del reconocimiento inicial de la inversión. 
Cualquier diferencia entre dicho valor determinado y el 
costo �scal de estos activos al 31 de diciembre del 2016 
no tendrá el tratamiento de ingreso gravado, costo o gas-
to deducible. En el momento de su enajenación o liqui-
dación deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 288 
del presente Estatuto.
3. Los activos en moneda extranjera a 31 de diciembre 
del 2016, diferentes a los mencionados en los numerales 
anteriores,(2)(3) mantendrán su valor patrimonial determi-
nado a dicha fecha. Para los abonos parciales de dichos 
activos se aplicará lo establecido en el artículo 288 de 
este Estatuto, a partir del periodo gravable siguiente. El 
saldo remanente del costo �scal luego del cobro total o 
enajenación del activo tendrá el tratamiento de ingreso 
gravado, costo o gasto deducible.

Notas PwC
(1) El Art. 285 del E.T. antes de ser modi�cado por el Art. 120 de 
la L. 1819 de 2016, establecía que el valor de las deudas en mo-
neda extranjera se estimaba en moneda nacional, en el último 
día del año o periodo gravable de acuerdo con la tasa o�cial.

(2) El Art. 66 de la L. 1739 de 2014 adicionó al Art. 32-1 del E.T. 
con el siguiente Par.: “(…) El ajuste por diferencia en cambio 
de las inversiones en moneda extranjera, en acciones o parti-
cipaciones en sociedades extranjeras, que constituyan activos 

o gasto en el momento de la enajenación, a cualquier título, o 
de la liquidación de la inversión. (…)”. El Art. 32-1 fue derogado 
por el Art. 376 de la L. 1819 de 2016. 

(3) El Art. 269 del E.T. antes de ser modi�cado por el Art. 116 de 
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la L. 1819 de 2016 establecía que el valor patrimonial de los 
bienes en moneda extranjera se estimaba en moneda nacional 
en el último día del año o periodo gravable de acuerdo con la 
tasa o�cial de cambio.
Notas NIIF
NIC 21,P.28 “ Las diferencias de cambio que surjan al liquidar 
las partidas monetarias, o al convertir las partidas monetarias a 

-
nancieros previos, se reconocerán en los resultados del periodo en 

NIC 21,P.45: “La incorporación de los resultados y la situación 

informa, seguirá los procedimientos normales de consolidación, 
como por ejemplo, la eliminación de los saldos y transacciones 

de Estados Financieros). No obstante, un activo (o pasivo) mo-

eliminado contra el correspondiente pasivo (o activo) intragru-
po, sin mostrar los resultados de las variaciones en las tasas de 

así porque la partida monetaria representa un compromiso de 
convertir una moneda en otra, lo que expone a la entidad que 

-
-

cieros consolidados de la entidad que informa, esta diferencia 
de cambio se reconocerá en el resultado, o si se deriva de las 
circunstancias descritas en el párrafo 32, se reconocerá en otro 
resultado integral y se acumulará en un componente separado 
del patrimonio hasta la disposición del negocio en el extranjero”.

Concordancias
E.T. Art. 61, 269, 285, 288 al 290 y 772-1.

CAPÍTULO V
Tarifas del impuesto al patrimonio

(1) El impuesto al patrimonio se creó en 1935 con tarifas progresi-
vas que oscilaban entre el uno por mil y el ocho por mil. Debían 
pagarlo tanto las personas jurídicas como las naturales.

(2) En 1960 se dispuso que el impuesto al patrimonio era com-
plementario al de renta, y que sólo estarían sujetas al mismo las 
personas naturales. La L. precisó que su base gravable era el 
patrimonio líquido, que es el resultado de detraer el valor de las 
deudas a los derechos apreciables en dinero.
  
(3) El D.L. 2053 de 1974 con�rmó que únicamente lo debían pagar 
las personas naturales.
  
(4) En 1983 se incluyó dentro de la base para liquidar el tributo, 
por parte de los residentes en el país, el patrimonio poseído en 
el exterior. La tarifa era progresiva y el techo era 18 por mil.
  
(5) El D.E. 624 de 1989 compiló en los Art. 288 a 298 del E.T. las 
disposiciones establecidas en el D.L. 2053 de 1974 y en las L. 9 
de 1983, 14 de 1983, 75 de 1986 y 84 de 1988.
  
(6) El impuesto al patrimonio desapareció en 1992 cuando el Art. 
2 del D.E. 1321 de 1989 adicionó el Art. 294 del E.T. con el si-
guiente Inc.: “A partir del año gravable en que entren en aplica-

-

del Estatuto Tributario, eliminase para todos los contribuyentes, 
el impuesto de patrimonio”. Ver Nota (1) del Art. 5 
(7) En Ago. de 2002, se declaró el estado de conmoción interior 
con base en lo dispuesto por el Art. 213 de la Const. P., y expi-
dió el D.L. 1838, que estableció el Impuesto para Preservar la 
Seguridad Democrática, que representa la primera aparición del 
impuesto al patrimonio en la forma en que hoy lo conocemos.
Debían pagarlo los declarantes del impuesto de renta (perso-
nas naturales y jurídicas) y su base gravable era el patrimonio 
líquido poseído a 31 de Ago. de 2002. La tarifa del gravamen 
era 1,2%.
Por tratarse de una norma expedida bajo un estado de excep-
ción, en el cual el Presidente puede expedir reglas con fuerza 
de ley pero con vigencia transitoria, el gravamen solo podía co-
brarse una vez.
El D.L. 1838 fue declarado condicionalmente exequible por la 
Corte C. mediante Sent. C-7886 de 2002, bajo el entendido 
de que los ingresos obtenidos por este impuesto debían estar 
directa y especí�camente encaminados a conjurar las causas 
de la perturbación y a impedir la extensión de sus efectos. Así 
mismo, se declaró inexequible la expresión subrayada contenida 
en el Art. 4 del mencionado D.L: “La base gravable del impuesto 
está constituida por el patrimonio líquido poseído a 31 de agos-

al declarado a 31 de diciembre de 2001”.
En criterio de la Corte, esta disposición establecía una presun-
ción de derecho, según la cual la base gravable del impuesto 
estaría determinada por un hecho anterior a la entrada en vigen-
cia del D. L. 1838 de 2002, lo que desconoce la prohibición de 
la retroactividad de las leyes tributarias y el principio de equidad 
pues “(...) aquellos contribuyentes que efectivamente hubieran 
tenido una disminución en su patrimonio líquido entre el 1 de 
enero de 2002 y el 31 de agosto de 2002 estarían obligados a 
contribuir con base en un patrimonio líquido que no poseen en 
realidad (…)”. (Sen-C-007886-02)

(8) La L. 863 de 2003 modi�có el Capítulo V del Título II del Libro 
Primero del E.T. incluyendo de nuevo los Art. 292 a 298 del E.T. 
y adicionando los Art. 298-1, 298-2 y 298-3. Estas disposiciones 
establecieron el impuesto al patrimonio que gravaría a las per-
sonas naturales y jurídicas cuyo patrimonio líquido (riqueza) su-
perara COP$3.000.000.000 a 1 de Ene. de los años 2004, 2005 
y 2006. Este valor debía actualizarse anualmente de acuerdo 
con la in�ación. La tarifa anual del impuesto se �jó en el 0,3%.
Los Art. de la L. 863 de 2003 relativos al impuesto al patrimonio 
fueron declarados exequibles por la Corte Const. Mediante Sent. 
C-910 de 2004. (Sen-C-000910-04)
 
(9) La L. 1111 de 2006 sustituyó los Art. 292 a 298 del E.T, crean-
do el impuesto al patrimonio para los años 2007, 2008, 2009 y 
2010. Debían pagarlo las personas naturales, jurídicas y socie-
dades de hecho, cuyo patrimonio líquido (riqueza) a 1 de enero 
de 2007 fuera igual o superior a COP$3.000.000.000.
Se determinó una tarifa anual del 1.2%, la cual se aplicaría so-
bre el patrimonio líquido poseído a 1 de Ene. de 2007. 
Esto signi�có que la base gravable quedaba congelada, pues 
para los cuatro años de vigencia siempre sería el patrimonio 
líquido calculado el 1 de Ene. de 2007.
Existen antecedentes jurisprudenciales importantes relaciona-
dos con la obligación de incluir dentro de la base gravable del 
impuesto al patrimonio, creado por la L. 1111 de 2006, activos 
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Art. 1.2.1.5.1.11 a 1.2.1.5.1.13, 1.2.1.5.1.19 1.2.1.5.1.47 , y 1.2.1.5.2.17 
del D.U. 1625 de 2016.

Doctrina DIAN
(Con-006263-17): las entidades que se constituyan a partir de 
Ene. 1 de 2017 y soliciten su admisión en el régimen tributario 
especial deberán inscribirse como contribuyentes del impuesto 
sobre la renta (responsabilidad 5 en el RUT) y sólo previa com-
probación y mediante acto administrativo motivado, se decidirá su 
cali�cación en el régimen.

Artículo 356-3. [Creado por el Art. 149 de la L. 1819 de 
2016] 
del régimen tributario especial. Los contribuyentes per-
tenecientes al Régimen Tributario Especial actualizarán 
anualmente su cali�cación de contribuyentes del Régimen 
Tributario Especial contenido en el RUT, por regla general, 
con la simple presentación de la declaración de renta.
Las entidades que hayan obtenido ingresos superiores a 
160.000(1) UVT en al año inmediatamente anterior, debe-
rán enviar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-
nales DIAN, en los términos que establezca el Gobierno 
nacional, una memoria económica sobre su gestión, inclu-
yendo una manifestación del representante legal y el revi-
sor �scal en la cual se acompañe la declaración de renta 
en que haga constar que durante el año al cual se re�ere la 
declaración han cumplido con todos los requisitos exigidos 
por la ley, como reiteración de la solicitud de las exencio-
nes solicitadas en la declaración, con la actualización de la 
información de la plataforma de transparencia.
Aquellas entidades sin ánimo de lucro pertenecientes al 
Régimen Tributario Especial que no cumplan con los requi-
sitos establecidos en el presente artículo y sus reglamen-
taciones serán determinadas como sociedades comercia-
les, sometidas al régimen general del impuesto sobre la 
renta, de acuerdo con el artículo 364-3.
Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará las carac-
terísticas que deberá cumplir la memoria económica de que 
trata el presente artículo y los plazos para su presentación. (2)

Notas PwC
(1) 1 UVT año 2022: $38.004; 160.000 UVT año 2022: 
$6.080.640.000; 1 UVT año 2023: $42.412; 160.000 UVT año 
2023: $6.785.920.000.

(2) Ver Num. (i) de la Nota (2) del Art. 19.

Reglamentación
Art. 1.2.1.5.1.7, 1.2.1.5.1.15 y 1.2.1.5.1.16 del D.U. 1625 de 2016. Ca-
racterísticas y plazos de presentación de la memoria económica.

Art. 1.2.1.5.4.10 y 1.2.1.5.4.11 del D.U. 1625 de 2016. Procedimiento 
de cali�cación y actualización del RUT para las entidades perte-
necientes al R.T.E.

Concordancias
E.T. Art. 19, 356-2, 364-3, 364-5 y 555-2.

Doctrina DIAN
(Con-000865-20): -
ción en el registro web y presentación de la memoria económica 

-
los 364-5 y 356-3 del Estatuto Tributario, se deberá indicar los 

permanente, así como su destinación y uso.”

Artículo 357.  [Creado por el Inc. 2 del Art. 1 de la 
L. 84 de 1988]  
excedente. Para determinar el bene�cio neto o excedente 
se tomará la totalidad de los ingresos, cualquiera sea su 
naturaleza, y se restará el valor de los egresos de cual-
quier naturaleza, que tengan relación de causalidad con 
los ingresos o con el cumplimiento de su objeto social de 
conformidad con lo dispuesto en este título, incluyendo en 
los egresos las inversiones que hagan en cumplimiento del 
mismo.
Parágrafo 1. [

 El valor de la donación, que se efectúe en el 
respectivo período gravable podrá tratarse como egreso 
procedente, cuando las entidades del régimen tributario 
especial de que trata el artículo 19 del Estatuto Tributario, 
cuyo objeto social y actividad meritoria corresponda a la 
establecida en el numeral 12 del artículo 359 de este esta-
tuto, efectúen donaciones a entidades del régimen tributa-
rio especial del artículo 19 del Estatuto Tributario, siempre 
y cuando estas entidades con la donación ejecuten accio-
nes directas en el territorio nacional de cualquier actividad 
meritoria, de que tratan los numerales 1 al 11 del artículo 
359 del mismo estatuto.
El tratamiento previsto en este parágrafo no dará lugar a la 
aplicación del descuento tributario de que trata el artículo 
257 del Estatuto Tributario, ni a sobre deducciones.
El incumplimiento de lo previsto en el inciso primero de 
este parágrafo dará lugar a considerar este egreso como 
improcedente o como una renta líquida por recuperación 
de deducciones, según corresponda.

Reglamentación
Art. 1.2.1.4.8. y 1.2.1.5.21 del D.U. 1625 de 2016. Reglamenta el 
Par. 1 de este Art. 

Art. 1.2.1.5.1.21 y 1.2.1.5.1.27 del D.U. 1625 de 2016. Determinación 
del bene�cio neto o excedente y condiciones para que el bene�cio 
neto o excedente tenga el carácter de exento.

Art. 1.2.1.5.1.24 y 1.2.1.5.1.27 del D.U. 1625 de 2016. Determinación 
del bene�cio neto o excedente y condiciones para que el bene�cio 
neto o excedente tenga el carácter de exento.

Concordancias
E.T. Art. 21-1, 28, 58, 105, 356, 356-1, 358 y 359.

Doctrina DIAN
(Con-000657-21): las entidades del R.T.E. deberán considerar el 
tratamiento que establece el E. T. a cada uno de los siguientes 
conceptos: para el caso de la propiedad, planta y equipo y propie-
dades de inversión, deberán aplicar los Art. 69 y 127 y siguientes 
del E.T.; tratándose del tratamiento de intangibles e inversiones, 
será lo correspondiente a los Art. 74, 74-1, 142 al 143-1 del E.T.; en 
cuanto a los inventarios, se aplicarán las disposiciones contenidas 
en el Art. 59 y siguientes del mismo Estatuto. En ese orden de 
ideas, la entidad deberá evaluar en cada caso el tratamiento �scal 
que tenga el activo adquirido y reconocer los efectos de las depre-
ciaciones, amortizaciones o egresos, según corresponda.

 Con-000806-20): la DIAN reconsidera la doctrina emitida en el 
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concepto general uni�cado ( Con-000481-18) y concluye que si 
es posible que una donación realizada por una entidad del RTE a 
otra entidad del mismo régimen, sea tratada como bene�cio o ex-
cedente procedente para el donante, en el entendido que se está 
cumpliendo con el presupuesto de la reinversión para el desarrollo 
de una actividad meritoria y se dé cumplimiento a lo establecido 
en el Par. de este Art. 

(Con-000798-20): “(…) se exige que sea el máximo órgano de di-

-
viamente a su uso. Esto supone la reunión del máximo órgano de 

-

(Con-012575-19): para la determinación del bene�cio neto o exce-
dente, deben tenerse en cuenta los ingresos percibidos por parte de 
una entidad del RTE por concepto de enajenación de bien inmueble 
poseído por mas de 2 años, pues el Art. 357 del E.T. establece que 
en este cálculo se incluyen los ingresos de cualquier naturaleza. 

Artículo 358. [Creado por el Inc. 4 del Art. 1 y el Inc. 
1 y 3 del Art. 2 de la L. 84 de 1988] Exención sobre el  

 [
] El bene�cio neto o excedente 

determinado de conformidad con el artículo 357, tendrá el 
carácter de exento cuando se destine directa o indirecta-
mente, en el año siguiente a aquél en el cual se obtuvo, a 
programas que desarrollen el objeto social y la actividad 
meritoria de la entidad.
La parte del bene�cio neto o excedente que no se invierta 
en los programas que desarrollen su objeto social, tendrá 
el carácter de gravable en el año en que esto ocurra.
Los ingresos obtenidos por las entidades admitidas al Ré-
gimen Tributario Especial, correspondientes a la ejecución 
de contratos de obra pública y de interventoría, cualquiera 
que sea la modalidad de los mismos, estarán gravados 
a la tarifa general del impuesto sobre la renta y comple-
mentarios. La entidad estatal contratante deberá practicar 
retención en la fuente al momento del pago o abono en 
cuenta. El Gobierno nacional reglamentará los montos y 
tarifas de la retención de que trata el presente inciso.
Los excedentes descritos en el presente artículo serán 
exentos siempre y cuando la entidad sin ánimo de lucro 
se encuentre cali�cada dentro del RUT como entidad del 
Régimen Tributario Especial y cumpla con lo dispuesto en 
los artículos 19 a 23 y lo dispuesto en el Título I, Capítulo 
VI del Libro I del presente Estatuto.
Parágrafo 1. Los excedentes determinados como exentos 
deben estar debidamente soportados en el sistema de re-
gistro de las diferencias de los nuevos marcos normativos 
de la contabilidad.
Parágrafo 2. Los representantes legales, el revisor �scal, 
el contador y todos los miembros del órgano de adminis-
tración de la entidad sin ánimo de lucro deben certi�car 
el debido cumplimiento de los requisitos que establece la 
ley para ser bene�ciario de la exención a la que se re�ere 
este artículo.

Reglamentación
Art. 1.2.1.5.1.27 del D.U. 1625 de 2016. Condiciones para que el 
bene�cio neto o excedente tenga el carácter de exento.

Art. 1.2.1.5.1.28 del D.U. 1625 de 2016. Registro de las diferencias 
de conformidad con los nuevos marcos normativos de la conta-
bilidad.

Art. 1.2.1.5.1.36 del D.U. 1625 de 2016. Tarifas del impuesto de ren-
ta de las entidades del R.T.E.

Concordancias
E.T. Art. 19 al 23, 240, 356 al 357, 359, 360, 364-1, 364-2 y 772-1.

Jurisprudencia
(Sen-017872-11): el término exento indica bene�ciado en razón 
de circunstancias especialmente señaladas por la ley, que para 
el caso de las entidades sin ánimo de lucro, implica que las activi-
dades estimuladas �scalmente junto con la destinación del bene-
�cio neto o excedente deben estar previamente aprobadas por la 
Asamblea u órgano directivo que haga sus veces.

(Sen-016771-09): “(…) como lo ha considerado la Sala, el Estado 
concede la exención, con la condición de que el excedente sea 

-
dad sin ánimo de lucro o a las actividades de salud, educación, 

-
tende incentivar el legislador o no se ejecuten conforme al destino 
que en tal sentido se les dio. En estos casos, la Fundación pierde 

en el año en que esto ocurra, como sucedió en este caso (…)”.

(Sen-015162-07): en criterio del C.E. “(…) si bien las inversiones 
-

anteriores (…)”. 

Doctrina DIAN
(Con-000912-20): “

atención a la situación atípica que genera la crisis del COVID -19, 
siempre y cuando sea para su objeto social y la actividad merito-

destaca cómo las normas exigen que será el máximo órgano de 

-
te, previamente a su uso. Esto supone la reunión extraordinaria del 

(Con-000806-20): Los egresos deben corresponder a aquellos 
devengados contablemente en el año o periodo gravable con las 
limitaciones indicadas en este Art. y las disposiciones reglamenta-
rias. Es posible deducir estos egresos sin que necesariamente se 
encuentren asociados a la realización de un ingreso, en la medida 
que estén asociados al desarrollo de la actividad meritoria.

(Con-000798-20): Ver en la sección de doctrina del Art. 357.

(Con-034897-10): “(…) 

con ocasión de un proceso de auditoría se detecte que no tiene 
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la L. 1819 de 2016 establecía que el valor patrimonial de los 
bienes en moneda extranjera se estimaba en moneda nacional 
en el último día del año o periodo gravable de acuerdo con la 
tasa o�cial de cambio.
Notas NIIF
NIC 21,P.28 “ Las diferencias de cambio que surjan al liquidar 
las partidas monetarias, o al convertir las partidas monetarias a 

-
nancieros previos, se reconocerán en los resultados del periodo en 

NIC 21,P.45: “La incorporación de los resultados y la situación 

informa, seguirá los procedimientos normales de consolidación, 
como por ejemplo, la eliminación de los saldos y transacciones 

de Estados Financieros). No obstante, un activo (o pasivo) mo-

eliminado contra el correspondiente pasivo (o activo) intragru-
po, sin mostrar los resultados de las variaciones en las tasas de 

así porque la partida monetaria representa un compromiso de 
convertir una moneda en otra, lo que expone a la entidad que 

-
-

cieros consolidados de la entidad que informa, esta diferencia 
de cambio se reconocerá en el resultado, o si se deriva de las 
circunstancias descritas en el párrafo 32, se reconocerá en otro 
resultado integral y se acumulará en un componente separado 
del patrimonio hasta la disposición del negocio en el extranjero”.

Concordancias
E.T. Art. 61, 269, 285, 288 al 290 y 772-1.

CAPÍTULO V
Tarifas del impuesto al patrimonio

(1) El impuesto al patrimonio se creó en 1935 con tarifas progresi-
vas que oscilaban entre el uno por mil y el ocho por mil. Debían 
pagarlo tanto las personas jurídicas como las naturales.

(2) En 1960 se dispuso que el impuesto al patrimonio era com-
plementario al de renta, y que sólo estarían sujetas al mismo las 
personas naturales. La L. precisó que su base gravable era el 
patrimonio líquido, que es el resultado de detraer el valor de las 
deudas a los derechos apreciables en dinero.
  
(3) El D.L. 2053 de 1974 con�rmó que únicamente lo debían pagar 
las personas naturales.
  
(4) En 1983 se incluyó dentro de la base para liquidar el tributo, 
por parte de los residentes en el país, el patrimonio poseído en 
el exterior. La tarifa era progresiva y el techo era 18 por mil.
  
(5) El D.E. 624 de 1989 compiló en los Art. 288 a 298 del E.T. las 
disposiciones establecidas en el D.L. 2053 de 1974 y en las L. 9 
de 1983, 14 de 1983, 75 de 1986 y 84 de 1988.
  
(6) El impuesto al patrimonio desapareció en 1992 cuando el Art. 
2 del D.E. 1321 de 1989 adicionó el Art. 294 del E.T. con el si-
guiente Inc.: “A partir del año gravable en que entren en aplica-

-

del Estatuto Tributario, eliminase para todos los contribuyentes, 
el impuesto de patrimonio”. Ver Nota (1) del Art. 5 
(7) En Ago. de 2002, se declaró el estado de conmoción interior 
con base en lo dispuesto por el Art. 213 de la Const. P., y expi-
dió el D.L. 1838, que estableció el Impuesto para Preservar la 
Seguridad Democrática, que representa la primera aparición del 
impuesto al patrimonio en la forma en que hoy lo conocemos.
Debían pagarlo los declarantes del impuesto de renta (perso-
nas naturales y jurídicas) y su base gravable era el patrimonio 
líquido poseído a 31 de Ago. de 2002. La tarifa del gravamen 
era 1,2%.
Por tratarse de una norma expedida bajo un estado de excep-
ción, en el cual el Presidente puede expedir reglas con fuerza 
de ley pero con vigencia transitoria, el gravamen solo podía co-
brarse una vez.
El D.L. 1838 fue declarado condicionalmente exequible por la 
Corte C. mediante Sent. C-7886 de 2002, bajo el entendido 
de que los ingresos obtenidos por este impuesto debían estar 
directa y especí�camente encaminados a conjurar las causas 
de la perturbación y a impedir la extensión de sus efectos. Así 
mismo, se declaró inexequible la expresión subrayada contenida 
en el Art. 4 del mencionado D.L: “La base gravable del impuesto 
está constituida por el patrimonio líquido poseído a 31 de agos-

al declarado a 31 de diciembre de 2001”.
En criterio de la Corte, esta disposición establecía una presun-
ción de derecho, según la cual la base gravable del impuesto 
estaría determinada por un hecho anterior a la entrada en vigen-
cia del D. L. 1838 de 2002, lo que desconoce la prohibición de 
la retroactividad de las leyes tributarias y el principio de equidad 
pues “(...) aquellos contribuyentes que efectivamente hubieran 
tenido una disminución en su patrimonio líquido entre el 1 de 
enero de 2002 y el 31 de agosto de 2002 estarían obligados a 
contribuir con base en un patrimonio líquido que no poseen en 
realidad (…)”. (Sen-C-007886-02)

(8) La L. 863 de 2003 modi�có el Capítulo V del Título II del Libro 
Primero del E.T. incluyendo de nuevo los Art. 292 a 298 del E.T. 
y adicionando los Art. 298-1, 298-2 y 298-3. Estas disposiciones 
establecieron el impuesto al patrimonio que gravaría a las per-
sonas naturales y jurídicas cuyo patrimonio líquido (riqueza) su-
perara COP$3.000.000.000 a 1 de Ene. de los años 2004, 2005 
y 2006. Este valor debía actualizarse anualmente de acuerdo 
con la in�ación. La tarifa anual del impuesto se �jó en el 0,3%.
Los Art. de la L. 863 de 2003 relativos al impuesto al patrimonio 
fueron declarados exequibles por la Corte Const. Mediante Sent. 
C-910 de 2004. (Sen-C-000910-04)
 
(9) La L. 1111 de 2006 sustituyó los Art. 292 a 298 del E.T, crean-
do el impuesto al patrimonio para los años 2007, 2008, 2009 y 
2010. Debían pagarlo las personas naturales, jurídicas y socie-
dades de hecho, cuyo patrimonio líquido (riqueza) a 1 de enero 
de 2007 fuera igual o superior a COP$3.000.000.000.
Se determinó una tarifa anual del 1.2%, la cual se aplicaría so-
bre el patrimonio líquido poseído a 1 de Ene. de 2007. 
Esto signi�có que la base gravable quedaba congelada, pues 
para los cuatro años de vigencia siempre sería el patrimonio 
líquido calculado el 1 de Ene. de 2007.
Existen antecedentes jurisprudenciales importantes relaciona-
dos con la obligación de incluir dentro de la base gravable del 
impuesto al patrimonio, creado por la L. 1111 de 2006, activos 
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que se entendían poseídos en países miembros de la Comuni-
dad Andina de Naciones que, de acuerdo con la Decisión 578, 
únicamente podían ser gravados en el país donde estuvieren si-
tuados. Al respecto conviene reseñar los siguientes precedentes:
- Auto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, proceso 
184-IP-2013: “(…)El artículo 17 de la Decisión 578 es aplicable 
siempre que exista impuesto al patrimonio en el País Miembro 
respectivo

-
pre y cuando la legislación nacional prevea el mencionado im-
puesto. Si no lo hace, puede ser gravado en otro País Miembro 
en donde se ubique el sujeto pasivo y prevea dicho impuesto(…)”.
- C.E., Exp. 18751 y 18884 de 2014: “(...) Para la Sección es 
claro que (…) debió haber incluido en el patrimonio líquido gra-
vable por el impuesto al patrimonio del año 2007, la suma de 

Ecuador, ya que si bien dichos países tenían la potestad tributaria 
prevalente, no hay prueba de su ejercicio. Por ende, habilitaron 
a Colombia para gravar esa parte del patrimonio poseída en el 
exterior, conforme lo dispuesto por la legislación interna.(…)” ( 
Sen-018751-14) ( Sen-018884-14) ( Sen-019293-14)

(10) La L. 1370 de 2009 (modi�cada en aspectos muy puntuales por 
la L. 1430 de 2010) adicionó los Art. 292-1, 293-1, 294-1, 295-1, 
296-1, 297-1, 298-4, y 298-5 del E.T., a través de los cuales se 
creó el impuesto al patrimonio por el año gravable 2011. Debían 
pagarlo las personas naturales, jurídicas y sociedades de hecho, 
que a 1 de enero de 2011 tuvieran un patrimonio líquido (riqueza) 
igual o superior a COP$3.000.000.000.
Se señaló una tarifa del 2,4% cuando la base gravable se en-
contraba entre COP$3.000.000.000 y COP$5.000.000.000, y del 
4,8% cuando superara COP$5.000.000.000.
El impuesto se debía pagar en ocho cuotas iguales, entre el 2011 
y el 2014, lo cual signi�caba en la práctica que la tarifa anual para 
dichos períodos era del 0,6% para el primer rango patrimonial, y 
del 1,2% para el segundo.
 
(11) El 7 de Dic. de 2010, con base en el Art. 215 de la Const. P. se 
declaró el estado de emergencia económica, social y ecológica 
mediante el D. 4580 de 2010 debido al fenómeno de La Niña.
Dentro del marco del estado de excepción, se emitió el D. 4825 
de 2010, por medio del cual se “creó” un impuesto de patrimonio a 
cargo de las personas jurídicas, naturales y sociedades de hecho 
que fueran declarantes del impuesto de renta así:
“ -
res a COP$1.000.000.000 pesos que no excedan de 
COP$2.000.000.000, calculadas a 1 de Ene. de 2011, contempló 
una tarifa del 1%, lo cual equivale al 0.25% anual, considerando 
que se debería pagar en ocho cuotas iguales entre el 2011 y el 
2014.
b) Si el patrimonio líquido poseído el 1 de Ene. de 2011 resultaba 
mayor a COP$2.000.000.000 e inferior a COP$3.000.000.000, le 
correspondía una tarifa del 1.4%, que representa 0.35% anual, 
bajo la misma consideración efectuada en a)”.
También introdujo una sobretasa del 25% al impuesto al patrimo-
nio regulado por la L. 1370 de 2009, con lo cual las tarifas �nales 
quedaron en 3% (0.75 % anual) cuando la base gravable oscilaba 
entre COP$3.000.000.000 y COP$5.000.000.000, y del 6% (1,5% 
anual), si superaba COP$5.000.000.000.
Posteriormente, mediante D. 859 de 2011, se estableció que el 
impuesto al patrimonio a que se re�rieron los Art. 292-1, 293-1, 
294-1, 296-1, 298-3 y 298-4 del E.T. y la sobretasa establecida 
en el D. 4825 de 2010, podían ser amortizados contra la cuenta 

de revalorización del patrimonio o contra resultados del ejercicio 
durante los años 2011, 2012, 2013 y 2014 y que en ningún caso 
el valor cancelado sería deducible o descontable en el impuesto 
sobre la renta.
(12) La L. 1739 de 2014 “creó” el denominado “impuesto a la riqueza” 
por los años gravables 2015, 2016 y 2017 (para las personas natu-
rales hasta el año 2018) recogido en los Art. 292-2, 293-2, 294-2, 
295-2, 296-2, 297-2 y 298-6 al 298-8 del E.T.

(13) Se generó una importante discusión en torno a la aplicación 
de los contratos de estabilidad jurídica suscritos por los contribu-
yentes sobre el impuesto al patrimonio de la L. 1111 de 2006, y el 
creado por la L.1370 de 2009. A continuación presentamos un re-
sumen de los antecedentes y sucesos más relevantes al respecto:
- En el año 2010 se consultó a la DIAN si quienes suscribieron con-
trato de estabilidad jurídica con base en la L. 963 de 2005 sobre el 
Art. 292 del E.T. seguían gozando de la estabilidad pactada frente 
al impuesto de patrimonio sin que fuera relevante que ese mismo 
impuesto estuviera contenido en el Art. 292-1 del E.T.

(Con-027067-10): la DIAN manifestó que, teniendo en cuenta que 
dicha entidad “no era parte” de los contratos de estabilidad jurí-
dica, desbordaba su competencia de�nir los efectos jurídicos de 
dichos contratos frente a las disposiciones sobre el impuesto al 
patrimonio contenidas en la L.1370 de 2009, por lo que se remitió 
la consulta al Ministerio de Comercio Industria y Turismo. 
- No obstante lo anterior, mediante Conc. 98797 de 2010, la Ad-
ministración consideró que existía “imposibilidad jurídica” de 
estabilizar los Art. adicionados al E.T. por la L. 1370 de 2009 
que crearon el “nuevo” impuesto al patrimonio, pues éstos eran 
inexistentes al momento de suscripción del contrato. Este Conc. 
fue declarado nulo por el C.E que mediante el Exp. 18636 de 
2016 manifestó: 
i) La L. 1370 no creó un nuevo impuesto al patrimonio, sino que 
extendió la vigencia del impuesto al patrimonio que venía regu-
lando la L. 1111 de 2006. Consideró que la consecuencia de esa 
interpretación es que el impuesto al patrimonio de la L. 1370 
está amparado por el régimen de estabilidad jurídica de la L. 
963, por el tiempo del contrato. 
ii) En los términos del Art. 1 de la L. 963 de 2005, por modi�ca-
ción normativa se entiende cualquier cambio en el texto de la 
ley, de la norma reglamentaria que expide el Gobierno nacional 
o el cambio de la interpretación vinculante que, en ciertos casos, 
�ja la propia administración, como en el caso de la DIAN.  
La expedición de la L. 1370 de 2009 y la interpretación que se 
plasmó en el acto demandado constituyen una modi�cación nor-
mativa adversa, en cuanto los inversionistas que suscribieron 
el contrato de estabilidad jurídica estarían obligados a pagar el 
impuesto al patrimonio de la L. 1370.
iii) Si el inversionista estabilizó el impuesto al patrimonio de la 
L. 1111, durante la vigencia del contrato de estabilidad jurídica, 
el legislador no podía expedir una ley que prorrogara la vigencia 
de ese impuesto, menos si lo hacía con el argumento de que se 
trataba de un «nuevo impuesto».  
iv) (Con-098797-10) ( Sen-018636-16): la interpretación plasma-
da en el acto demandado generó una modi�cación normativa 
adversa, que es contraria al principio de buena fe que guía la 
relación jurídica ente el Estado y el inversionista, pues descono-
ce que realmente la L. 1370 no hizo nada distinto a prorrogar la 
vigencia del impuesto al patrimonio regulado por la L. 1111 (para 
que pudiera cobrarse en el año 2011). 
- Mediante Conc. 27156 de 2015, la DIAN manifestó que el 
impuesto a la riqueza es “totalmente diferente” al impuesto al 
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concepto general uni�cado ( Con-000481-18) y concluye que si 
es posible que una donación realizada por una entidad del RTE a 
otra entidad del mismo régimen, sea tratada como bene�cio o ex-
cedente procedente para el donante, en el entendido que se está 
cumpliendo con el presupuesto de la reinversión para el desarrollo 
de una actividad meritoria y se dé cumplimiento a lo establecido 
en el Par. de este Art. 

(Con-000798-20): “(…) se exige que sea el máximo órgano de di-

-
viamente a su uso. Esto supone la reunión del máximo órgano de 

-

(Con-012575-19): para la determinación del bene�cio neto o exce-
dente, deben tenerse en cuenta los ingresos percibidos por parte de 
una entidad del RTE por concepto de enajenación de bien inmueble 
poseído por mas de 2 años, pues el Art. 357 del E.T. establece que 
en este cálculo se incluyen los ingresos de cualquier naturaleza. 

Artículo 358. [Creado por el Inc. 4 del Art. 1 y el Inc. 
1 y 3 del Art. 2 de la L. 84 de 1988] Exención sobre el  

 [
] El bene�cio neto o excedente 

determinado de conformidad con el artículo 357, tendrá el 
carácter de exento cuando se destine directa o indirecta-
mente, en el año siguiente a aquél en el cual se obtuvo, a 
programas que desarrollen el objeto social y la actividad 
meritoria de la entidad.
La parte del bene�cio neto o excedente que no se invierta 
en los programas que desarrollen su objeto social, tendrá 
el carácter de gravable en el año en que esto ocurra.
Los ingresos obtenidos por las entidades admitidas al Ré-
gimen Tributario Especial, correspondientes a la ejecución 
de contratos de obra pública y de interventoría, cualquiera 
que sea la modalidad de los mismos, estarán gravados 
a la tarifa general del impuesto sobre la renta y comple-
mentarios. La entidad estatal contratante deberá practicar 
retención en la fuente al momento del pago o abono en 
cuenta. El Gobierno nacional reglamentará los montos y 
tarifas de la retención de que trata el presente inciso.
Los excedentes descritos en el presente artículo serán 
exentos siempre y cuando la entidad sin ánimo de lucro 
se encuentre cali�cada dentro del RUT como entidad del 
Régimen Tributario Especial y cumpla con lo dispuesto en 
los artículos 19 a 23 y lo dispuesto en el Título I, Capítulo 
VI del Libro I del presente Estatuto.
Parágrafo 1. Los excedentes determinados como exentos 
deben estar debidamente soportados en el sistema de re-
gistro de las diferencias de los nuevos marcos normativos 
de la contabilidad.
Parágrafo 2. Los representantes legales, el revisor �scal, 
el contador y todos los miembros del órgano de adminis-
tración de la entidad sin ánimo de lucro deben certi�car 
el debido cumplimiento de los requisitos que establece la 
ley para ser bene�ciario de la exención a la que se re�ere 
este artículo.

Reglamentación
Art. 1.2.1.5.1.27 del D.U. 1625 de 2016. Condiciones para que el 
bene�cio neto o excedente tenga el carácter de exento.

Art. 1.2.1.5.1.28 del D.U. 1625 de 2016. Registro de las diferencias 
de conformidad con los nuevos marcos normativos de la conta-
bilidad.

Art. 1.2.1.5.1.36 del D.U. 1625 de 2016. Tarifas del impuesto de ren-
ta de las entidades del R.T.E.

Concordancias
E.T. Art. 19 al 23, 240, 356 al 357, 359, 360, 364-1, 364-2 y 772-1.

Jurisprudencia
(Sen-017872-11): el término exento indica bene�ciado en razón 
de circunstancias especialmente señaladas por la ley, que para 
el caso de las entidades sin ánimo de lucro, implica que las activi-
dades estimuladas �scalmente junto con la destinación del bene-
�cio neto o excedente deben estar previamente aprobadas por la 
Asamblea u órgano directivo que haga sus veces.

(Sen-016771-09): “(…) como lo ha considerado la Sala, el Estado 
concede la exención, con la condición de que el excedente sea 

-
dad sin ánimo de lucro o a las actividades de salud, educación, 

-
tende incentivar el legislador o no se ejecuten conforme al destino 
que en tal sentido se les dio. En estos casos, la Fundación pierde 

en el año en que esto ocurra, como sucedió en este caso (…)”.

(Sen-015162-07): en criterio del C.E. “(…) si bien las inversiones 
-

anteriores (…)”. 

Doctrina DIAN
(Con-000912-20): “

atención a la situación atípica que genera la crisis del COVID -19, 
siempre y cuando sea para su objeto social y la actividad merito-

destaca cómo las normas exigen que será el máximo órgano de 

-
te, previamente a su uso. Esto supone la reunión extraordinaria del 

(Con-000806-20): Los egresos deben corresponder a aquellos 
devengados contablemente en el año o periodo gravable con las 
limitaciones indicadas en este Art. y las disposiciones reglamenta-
rias. Es posible deducir estos egresos sin que necesariamente se 
encuentren asociados a la realización de un ingreso, en la medida 
que estén asociados al desarrollo de la actividad meritoria.

(Con-000798-20): Ver en la sección de doctrina del Art. 357.

(Con-034897-10): “(…) 

con ocasión de un proceso de auditoría se detecte que no tiene 
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el carácter de exento y que fue ejecutado en diferentes períodos 
gravables, se adicionará como ingreso gravable en la declaración 
del impuesto sobre la renta del período en que la administración 

(…)”.

(Con-031173-02): la improcedencia de la exención sobre el be-
ne�cio neto o excedente de las entidades del régimen tributario 
especial constituye inexactitud sancionable.

Artículo 358-1. [Creado por el Art. 151 de la L. 1819 de 
2016] Renta por comparación patrimonial. Los contri-
buyentes del Régimen Tributario Especial estarán someti-
dos al régimen de renta por comparación patrimonial.
Cuando el bene�cio neto o excedente exento determinado 
de conformidad con el artículo 357 de este Estatuto resul-
tare inferior a la diferencia entre el patrimonio líquido del 
último período gravable y el patrimonio líquido del período 
inmediatamente anterior, dicha diferencia se considera renta 
gravable, a menos que el contribuyente demuestre que el au-
mento patrimonial obedece a causas justi�cativas.
Para efectos de la determinación de la renta por compara-
ción de patrimonios, al bene�cio neto o excedente se adi-
cionará el bene�cio neto o excedente exento determinado 
de conformidad con el artículo 357 de este Estatuto. De 
esta suma, se sustrae el valor de los impuestos de renta y 
complementarios pagados durante el año gravable.
En lo concerniente al patrimonio se harán previamente los 
ajustes por valorizaciones y desvalorizaciones nominales.

Reglamentación
Art. 1.2.1.5.1.25 del D.U. 1625 de 2016. Renta por comparación pa-
trimonial.

Concordancias
E.T. Art. 19, 19-4 Par. 1, 236, 282, 356 y 357.

Artículo 359. [Creado por el Inc. 3 del Art. 1 de la L. 84 
de 1988] Objeto social. [

] El objeto social de las entidades sin 
ánimo de lucro que hace procedente su admisión al Régi-
men Tributario Especial de que trata el presente Capítulo y 
el artículo 19 del presente Estatuto, deberá corresponder a 
cualquiera de las siguientes actividades meritorias, siem-
pre y cuando las mismas sean de interés general y que a 
ellas tenga acceso la comunidad:
1. Educación. Conforme se de�ne por las Leyes 30 de 
1992 y 115 de 1994, 1064 de 2006, y 1804 de 2016. La 
cual puede ser: 
a) Educación inicial, como uno de los componentes de la 
atención integral de la primera infancia 
b) Educación formal: conformada por los niveles de prees-
colar, básica y media. 
c) Educación superior, en sus diferentes niveles: técnico 
profesional, tecnológico y profesional universitario. 
d) Educación para el trabajo y desarrollo humano.
Lo dispuesto en este numeral también comprende las acti-
vidades de promoción y apoyo a la expansión de cobertura 
y mejora de la calidad de la educación en Colombia.
2. Salud. La prestación o desarrollo de actividades o servi-
cios, individuales o colectivos, de promoción de salud, pre-
vención de las enfermedades, atención y curación de en-
fermedades en cualquiera de sus niveles de complejidad, 
rehabilitación de la salud y/o apoyo al mejoramiento del 

sistema de salud o salud pública, por parte de entidades 
debidamente habilitadas por el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social o por las autoridades competentes, excep-
tuando las exclusiones de la Ley Estatutaria 1751 de 2015.
3. Cultura. Actividades culturales de�nidas por la Ley 397 
de 1997 y aquellas actividades de promoción y desarrollo 
de la actividad cultural.
4. Ciencia, tecnología e innovación. Actividades de�-
nidas por la Ley 1286 de 2009 y las que se desarrollen 
dentro de los proyectos aprobados por Colciencias(1). Así 
mismo, las actividades de investigación en áreas tales 
como matemáticas, física, química, biología y ciencias so-
ciales, como economía, política, sociología y derecho de 
uso general.
5. Actividades de desarrollo social, que comprende las si-
guientes actividades:
a. Protección, asistencia y promoción de los derechos 
de las poblaciones de especial protección constitucional, 
minorías, poblaciones en situación de vulnerabilidad, ex-
clusión y discriminación; tales como niños, niñas, adoles-
centes y jóvenes, personas con discapacidad, personas 
mayores, grupos y comunidades étnicas, víctimas del 
con�icto, población desmovilizada, mujeres, población con 
orientación sexual e identidad de género diversa, pobla-
ción reclusa, población en situación de pobreza y pobreza 
extrema, población rural o campesina, entre otras.
b. Desarrollo, promoción, mejoramiento de la calidad y co-
bertura de los servicios públicos y los servicios públicos 
domiciliarios, así como el avance en las metas de desa-
rrollo �jadas por la Organización de las Naciones Unidas;
c. Actividades orientadas a la promoción y desarrollo de la 
transparencia, al control social, a la lucha contra la corrup-
ción, a la construcción de paz, al desarrollo de las políticas 
públicas y la participación ciudadana.
d. Actividades de apoyo a la recreación de familias de es-
casos recursos, desarrollo y mantenimiento de parques y 
centros de diversión, siempre y cuando sean para acceso 
general a la comunidad.
6. Actividades de protección al medio ambiente. Con-
servación, recuperación, protección, manejo, uso y apro-
vechamiento de los recursos naturales renovables y el 
medio ambiente sostenible.
7. Prevención del uso y consumo de sustancias psicoacti-
vas, alcohol y tabaco; atención y tratamiento a las perso-
nas consumidoras.
8. Promoción y apoyo a las actividades deportivas de�ni-
das por la Ley 181 de 1995, mediante las políticas públicas 
y las entidades competentes.
9. Actividades de desarrollo empresarial. Promoción del 
desarrollo empresarial y el emprendimiento de�nido por la 
Ley 1014 de 2006.
10. Promoción y apoyo a los derechos humanos y los obje-
tivos globales de�nidos por las Naciones Unidas.
11. Actividades de promoción y mejoramiento de la Admi-
nistración de Justicia.
12. Promoción y apoyo a entidades sin ánimo de lucro que 
ejecuten acciones directas en el territorio nacional en algu-
na de las actividades meritorias descritas en este artículo.
13. Actividades de microcrédito, en los términos del artícu-
lo 39 de la Ley 590 de 2000.
Parágrafo 1. Se entenderá que la actividad es de interés 
general cuando bene�cia a un grupo poblacional (sector, 
barrio o comunidad determinada).
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que se entendían poseídos en países miembros de la Comuni-
dad Andina de Naciones que, de acuerdo con la Decisión 578, 
únicamente podían ser gravados en el país donde estuvieren si-
tuados. Al respecto conviene reseñar los siguientes precedentes:
- Auto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, proceso 
184-IP-2013: “(…)El artículo 17 de la Decisión 578 es aplicable 
siempre que exista impuesto al patrimonio en el País Miembro 
respectivo

-
pre y cuando la legislación nacional prevea el mencionado im-
puesto. Si no lo hace, puede ser gravado en otro País Miembro 
en donde se ubique el sujeto pasivo y prevea dicho impuesto(…)”.
- C.E., Exp. 18751 y 18884 de 2014: “(...) Para la Sección es 
claro que (…) debió haber incluido en el patrimonio líquido gra-
vable por el impuesto al patrimonio del año 2007, la suma de 

Ecuador, ya que si bien dichos países tenían la potestad tributaria 
prevalente, no hay prueba de su ejercicio. Por ende, habilitaron 
a Colombia para gravar esa parte del patrimonio poseída en el 
exterior, conforme lo dispuesto por la legislación interna.(…)” ( 
Sen-018751-14) ( Sen-018884-14) ( Sen-019293-14)

(10) La L. 1370 de 2009 (modi�cada en aspectos muy puntuales por 
la L. 1430 de 2010) adicionó los Art. 292-1, 293-1, 294-1, 295-1, 
296-1, 297-1, 298-4, y 298-5 del E.T., a través de los cuales se 
creó el impuesto al patrimonio por el año gravable 2011. Debían 
pagarlo las personas naturales, jurídicas y sociedades de hecho, 
que a 1 de enero de 2011 tuvieran un patrimonio líquido (riqueza) 
igual o superior a COP$3.000.000.000.
Se señaló una tarifa del 2,4% cuando la base gravable se en-
contraba entre COP$3.000.000.000 y COP$5.000.000.000, y del 
4,8% cuando superara COP$5.000.000.000.
El impuesto se debía pagar en ocho cuotas iguales, entre el 2011 
y el 2014, lo cual signi�caba en la práctica que la tarifa anual para 
dichos períodos era del 0,6% para el primer rango patrimonial, y 
del 1,2% para el segundo.
 
(11) El 7 de Dic. de 2010, con base en el Art. 215 de la Const. P. se 
declaró el estado de emergencia económica, social y ecológica 
mediante el D. 4580 de 2010 debido al fenómeno de La Niña.
Dentro del marco del estado de excepción, se emitió el D. 4825 
de 2010, por medio del cual se “creó” un impuesto de patrimonio a 
cargo de las personas jurídicas, naturales y sociedades de hecho 
que fueran declarantes del impuesto de renta así:
“ -
res a COP$1.000.000.000 pesos que no excedan de 
COP$2.000.000.000, calculadas a 1 de Ene. de 2011, contempló 
una tarifa del 1%, lo cual equivale al 0.25% anual, considerando 
que se debería pagar en ocho cuotas iguales entre el 2011 y el 
2014.
b) Si el patrimonio líquido poseído el 1 de Ene. de 2011 resultaba 
mayor a COP$2.000.000.000 e inferior a COP$3.000.000.000, le 
correspondía una tarifa del 1.4%, que representa 0.35% anual, 
bajo la misma consideración efectuada en a)”.
También introdujo una sobretasa del 25% al impuesto al patrimo-
nio regulado por la L. 1370 de 2009, con lo cual las tarifas �nales 
quedaron en 3% (0.75 % anual) cuando la base gravable oscilaba 
entre COP$3.000.000.000 y COP$5.000.000.000, y del 6% (1,5% 
anual), si superaba COP$5.000.000.000.
Posteriormente, mediante D. 859 de 2011, se estableció que el 
impuesto al patrimonio a que se re�rieron los Art. 292-1, 293-1, 
294-1, 296-1, 298-3 y 298-4 del E.T. y la sobretasa establecida 
en el D. 4825 de 2010, podían ser amortizados contra la cuenta 

de revalorización del patrimonio o contra resultados del ejercicio 
durante los años 2011, 2012, 2013 y 2014 y que en ningún caso 
el valor cancelado sería deducible o descontable en el impuesto 
sobre la renta.
(12) La L. 1739 de 2014 “creó” el denominado “impuesto a la riqueza” 
por los años gravables 2015, 2016 y 2017 (para las personas natu-
rales hasta el año 2018) recogido en los Art. 292-2, 293-2, 294-2, 
295-2, 296-2, 297-2 y 298-6 al 298-8 del E.T.

(13) Se generó una importante discusión en torno a la aplicación 
de los contratos de estabilidad jurídica suscritos por los contribu-
yentes sobre el impuesto al patrimonio de la L. 1111 de 2006, y el 
creado por la L.1370 de 2009. A continuación presentamos un re-
sumen de los antecedentes y sucesos más relevantes al respecto:
- En el año 2010 se consultó a la DIAN si quienes suscribieron con-
trato de estabilidad jurídica con base en la L. 963 de 2005 sobre el 
Art. 292 del E.T. seguían gozando de la estabilidad pactada frente 
al impuesto de patrimonio sin que fuera relevante que ese mismo 
impuesto estuviera contenido en el Art. 292-1 del E.T.

(Con-027067-10): la DIAN manifestó que, teniendo en cuenta que 
dicha entidad “no era parte” de los contratos de estabilidad jurí-
dica, desbordaba su competencia de�nir los efectos jurídicos de 
dichos contratos frente a las disposiciones sobre el impuesto al 
patrimonio contenidas en la L.1370 de 2009, por lo que se remitió 
la consulta al Ministerio de Comercio Industria y Turismo. 
- No obstante lo anterior, mediante Conc. 98797 de 2010, la Ad-
ministración consideró que existía “imposibilidad jurídica” de 
estabilizar los Art. adicionados al E.T. por la L. 1370 de 2009 
que crearon el “nuevo” impuesto al patrimonio, pues éstos eran 
inexistentes al momento de suscripción del contrato. Este Conc. 
fue declarado nulo por el C.E que mediante el Exp. 18636 de 
2016 manifestó: 
i) La L. 1370 no creó un nuevo impuesto al patrimonio, sino que 
extendió la vigencia del impuesto al patrimonio que venía regu-
lando la L. 1111 de 2006. Consideró que la consecuencia de esa 
interpretación es que el impuesto al patrimonio de la L. 1370 
está amparado por el régimen de estabilidad jurídica de la L. 
963, por el tiempo del contrato. 
ii) En los términos del Art. 1 de la L. 963 de 2005, por modi�ca-
ción normativa se entiende cualquier cambio en el texto de la 
ley, de la norma reglamentaria que expide el Gobierno nacional 
o el cambio de la interpretación vinculante que, en ciertos casos, 
�ja la propia administración, como en el caso de la DIAN.  
La expedición de la L. 1370 de 2009 y la interpretación que se 
plasmó en el acto demandado constituyen una modi�cación nor-
mativa adversa, en cuanto los inversionistas que suscribieron 
el contrato de estabilidad jurídica estarían obligados a pagar el 
impuesto al patrimonio de la L. 1370.
iii) Si el inversionista estabilizó el impuesto al patrimonio de la 
L. 1111, durante la vigencia del contrato de estabilidad jurídica, 
el legislador no podía expedir una ley que prorrogara la vigencia 
de ese impuesto, menos si lo hacía con el argumento de que se 
trataba de un «nuevo impuesto».  
iv) (Con-098797-10) ( Sen-018636-16): la interpretación plasma-
da en el acto demandado generó una modi�cación normativa 
adversa, que es contraria al principio de buena fe que guía la 
relación jurídica ente el Estado y el inversionista, pues descono-
ce que realmente la L. 1370 no hizo nada distinto a prorrogar la 
vigencia del impuesto al patrimonio regulado por la L. 1111 (para 
que pudiera cobrarse en el año 2011). 
- Mediante Conc. 27156 de 2015, la DIAN manifestó que el 
impuesto a la riqueza es “totalmente diferente” al impuesto al 
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patrimonio concebido en la L. 1111 de 2006, debido a que los 
elementos esenciales de cada uno son disímiles.
Así mismo estimó que quienes hubiesen suscrito acuerdos de 
estabilidad jurídica sobre el impuesto creado por la L. 1111 de 
2006 no estaban eximidos de pagar el nuevo impuesto sobre 
el patrimonio porque éste no surgió de la modi�cación de una 
disposición pre-existente sino de la expedición de normas que 
crearon un gravamen distinto. Este Conc. también se encuentra 
demandando ante el C.E. Con-027156-15)
- El C.E. ha reiterado su posición en varios fallos (20826 y 21012 
de 2016) considerando que “adicionar artículos” no puede to-
marse como equivalente a “crear” o “adicionar impuestos”, cuan-
do estos mantienen su estructura legal preexistente, y que en 
esa medida el verbo “créase” que emplea el artículo 292-1 no 
tiene alcance innovador alguno, sino simplemente extensivo. 
Así mismo, respecto a los contratos de estabilidad jurídica y las 
normas con vigencia limitada señaló que: “(…) la estabilidad 
pactada es jurídica y recae directamente sobre las normas seña-
ladas en el texto contractual, lo lógico es pensar que la termina-
ción de la vigencia de la norma y su consiguiente desaparición 

de estabilidad respecto de dicha norma, porque sencillamente 
perdería su objeto. (…)
Sin embargo, en el caso del tránsito legislativo entre las Leyes 
1111 de 2006 y 1370 de 2009 no puede hablarse de una vi-
gencia limitada y/o expirada, porque la disposición del primer 

del segundo (la Ley 1370)(…)”. ( Sen-020826-16) ( Sen-021012-
16) ( Sen-025330-21) 

(14) La L. 1943 de 2018 reincorporó el impuesto al patrimonio por 
los años 2019, 2020 y 2021, a cargo de personas naturales, el 
cual se generaba por la posesión de un patrimonio líquido igual 
o superior a cinco mil millones de pesos, liquidándose a una 
tarifa del 1%, por cada año de su vigencia. Teniendo en cuenta 
que la Corte C. declaró la inexequibilidad de la L. 1943 de 2018, 
posteriormente, fue incorporado con las mismas características 
este tributo, por la L. 2010 de 2019 manteniendo su vigencia 
hasta el año 2021.

(15) La L. 2277 de 2022 establece el impuesto al patrimonio, con 
vocación de permanencia, para las personas naturales y excep-
cionalmente para las personas jurídicas que no sean declaran-
tes en Colombia y que posean dentro del territorio nacional acti-
vos diferentes a las acciones, cuentas por cobrar y/o inversiones 
de portafolio.
Su hecho generador es la posesión a cada 1º de Ene. de un pa-
trimonio líquido igual o superior a 72.000 UVT ($3.053.664.000 
Año 2023). Se introdujeron tarifas marginales (0,5%, 1% y 1,5%) 
y un tramo exento lo cual le imprimió progresividad al impuesto. 
La tarifa del 1,5% tendrá vigencia hasta el año 2026. 

************
Artículo 292. [Creado por el Art. 25 de la L. 1111 de 
2006] Impuesto al patrimonio. [

] 
Artículo 292-1.  [Creado por Art. 1 de la L. 1370 de 
2009] Impuesto al patrimonio. [

] 

Artículo 292-2.  [Creado por Art. 1 de la L.1739 de 
2014] Impuesto al patrimonio – Sujetos pasivos.  
[ ] 

Notas PwC
(1) Esta disposición tuvo vigencia transitoria para 2020 y 2021. 

Artículo 292-3. [Adicionado por Art. 35 de la L. 2277 
de 2022] Impuesto al Patrimonio - Sujetos Pasivos. 
Créase un impuesto denominado impuesto al patrimo-
nio. Están sometidos al impuesto:
1. Las personas naturales y las sucesiones ilíquidas, 
contribuyentes del impuesto sobre la renta y comple-
mentarios o de regímenes sustitutivos del impuesto so-
bre la renta.
2. Las personas naturales, nacionales o extranjeras, que 
no tengan residencia en el país, respecto de su patri-
monio poseído directamente en el país, salvo las excep-
ciones previstas en los tratados internacionales y en el 
derecho interno.
 3. Las personas naturales, nacionales o extranjeras, que 
no tengan residencia en el país, respecto de su patrimo-
nio poseído indirectamente a través de establecimientos 
permanentes, en el país, salvo las excepciones previstas 
en los tratados internacionales y en el derecho interno.
4. Las sucesiones ilíquidas de causantes sin residencia 
en el país al momento de su muerte respecto de su pa-
trimonio poseído en el país.
5. Las sociedades o entidades extranjeras que no sean 
declarantes del impuesto sobre la renta en el país, y que 
posean bienes ubicados en Colombia diferentes a ac-
ciones, cuentas por cobrar y/o inversiones de portafolio 
de conformidad con el artículo 2.17.2.2.1.2 del Decreto 
1068 de 2015 y el 18-1 de este Estatuto, como inmue-
bles, yates, botes, lanchas, obras de arte, aeronaves o 
derechos mineros o petroleros. No serán sujetos pasivos 
del impuesto al patrimonio las sociedades o entidades 
extranjeras, que no sean declarantes del impuesto sobre 
la renta en el país, y que suscriban contratos de arren-
damiento �nanciero con entidades o personas que sean 
residentes en Colombia.
Parágrafo 1. Para que apliquen las exclusiones consa-
gradas en el numeral 5 del presente artículo, las ac-
ciones, cuentas por cobrar, inversiones de portafolio y 
contratos de arrendamiento �nanciero deben cumplir en 
debida forma con las obligaciones previstas en el régi-
men cambiario vigente en Colombia.
Parágrafo 2. Para el caso de los contribuyentes del 
impuesto al patrimonio señalados en el numeral 3 del 
presente artículo, el deber formal de declarar estará en 
cabeza del establecimiento permanente.

Concordancias
E.T. Art. 1, 2, 7 10,  12  al  14,  ,  294-2,  3,  3,  297-3,  298  al  298-
2, 298-6 al 298-8.

Artículo 293. [Sustituido por el Art. 26 de la L. 1111 de 
2006] Hecho Generador. [

] 

Artículo 293-1. [Creado por el Art. 2 de la L. 1370 de 
2009] Hecho Generador. [

] 

Artículo 293-2. [Creado por el Art. 2 de la L. 1739 de 
2014]  No Contribuyentes del impuesto a la riqueza. 
[ ] 

Li
br

o 
I: 

Im
pu

es
to

 s
ob

re
 la

 r
en

ta
 y

 c
om

pl
em

en
ta

ri
os

; T
ítu

lo
 II

: P
at

ri
m

on
io

; C
ap

. V
: T

ar
ifa

s 
de

l i
m

pu
es

to
 a

l p
at

ri
m

on
io

 Art.
293-2

PricewaterhouseCoopers Servicios Legales y Tributarios

238

el carácter de exento y que fue ejecutado en diferentes períodos 
gravables, se adicionará como ingreso gravable en la declaración 
del impuesto sobre la renta del período en que la administración 

(…)”.

(Con-031173-02): la improcedencia de la exención sobre el be-
ne�cio neto o excedente de las entidades del régimen tributario 
especial constituye inexactitud sancionable.

Artículo 358-1. [Creado por el Art. 151 de la L. 1819 de 
2016] Renta por comparación patrimonial. Los contri-
buyentes del Régimen Tributario Especial estarán someti-
dos al régimen de renta por comparación patrimonial.
Cuando el bene�cio neto o excedente exento determinado 
de conformidad con el artículo 357 de este Estatuto resul-
tare inferior a la diferencia entre el patrimonio líquido del 
último período gravable y el patrimonio líquido del período 
inmediatamente anterior, dicha diferencia se considera renta 
gravable, a menos que el contribuyente demuestre que el au-
mento patrimonial obedece a causas justi�cativas.
Para efectos de la determinación de la renta por compara-
ción de patrimonios, al bene�cio neto o excedente se adi-
cionará el bene�cio neto o excedente exento determinado 
de conformidad con el artículo 357 de este Estatuto. De 
esta suma, se sustrae el valor de los impuestos de renta y 
complementarios pagados durante el año gravable.
En lo concerniente al patrimonio se harán previamente los 
ajustes por valorizaciones y desvalorizaciones nominales.

Reglamentación
Art. 1.2.1.5.1.25 del D.U. 1625 de 2016. Renta por comparación pa-
trimonial.

Concordancias
E.T. Art. 19, 19-4 Par. 1, 236, 282, 356 y 357.

Artículo 359. [Creado por el Inc. 3 del Art. 1 de la L. 84 
de 1988] Objeto social. [

] El objeto social de las entidades sin 
ánimo de lucro que hace procedente su admisión al Régi-
men Tributario Especial de que trata el presente Capítulo y 
el artículo 19 del presente Estatuto, deberá corresponder a 
cualquiera de las siguientes actividades meritorias, siem-
pre y cuando las mismas sean de interés general y que a 
ellas tenga acceso la comunidad:
1. Educación. Conforme se de�ne por las Leyes 30 de 
1992 y 115 de 1994, 1064 de 2006, y 1804 de 2016. La 
cual puede ser: 
a) Educación inicial, como uno de los componentes de la 
atención integral de la primera infancia 
b) Educación formal: conformada por los niveles de prees-
colar, básica y media. 
c) Educación superior, en sus diferentes niveles: técnico 
profesional, tecnológico y profesional universitario. 
d) Educación para el trabajo y desarrollo humano.
Lo dispuesto en este numeral también comprende las acti-
vidades de promoción y apoyo a la expansión de cobertura 
y mejora de la calidad de la educación en Colombia.
2. Salud. La prestación o desarrollo de actividades o servi-
cios, individuales o colectivos, de promoción de salud, pre-
vención de las enfermedades, atención y curación de en-
fermedades en cualquiera de sus niveles de complejidad, 
rehabilitación de la salud y/o apoyo al mejoramiento del 

sistema de salud o salud pública, por parte de entidades 
debidamente habilitadas por el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social o por las autoridades competentes, excep-
tuando las exclusiones de la Ley Estatutaria 1751 de 2015.
3. Cultura. Actividades culturales de�nidas por la Ley 397 
de 1997 y aquellas actividades de promoción y desarrollo 
de la actividad cultural.
4. Ciencia, tecnología e innovación. Actividades de�-
nidas por la Ley 1286 de 2009 y las que se desarrollen 
dentro de los proyectos aprobados por Colciencias(1). Así 
mismo, las actividades de investigación en áreas tales 
como matemáticas, física, química, biología y ciencias so-
ciales, como economía, política, sociología y derecho de 
uso general.
5. Actividades de desarrollo social, que comprende las si-
guientes actividades:
a. Protección, asistencia y promoción de los derechos 
de las poblaciones de especial protección constitucional, 
minorías, poblaciones en situación de vulnerabilidad, ex-
clusión y discriminación; tales como niños, niñas, adoles-
centes y jóvenes, personas con discapacidad, personas 
mayores, grupos y comunidades étnicas, víctimas del 
con�icto, población desmovilizada, mujeres, población con 
orientación sexual e identidad de género diversa, pobla-
ción reclusa, población en situación de pobreza y pobreza 
extrema, población rural o campesina, entre otras.
b. Desarrollo, promoción, mejoramiento de la calidad y co-
bertura de los servicios públicos y los servicios públicos 
domiciliarios, así como el avance en las metas de desa-
rrollo �jadas por la Organización de las Naciones Unidas;
c. Actividades orientadas a la promoción y desarrollo de la 
transparencia, al control social, a la lucha contra la corrup-
ción, a la construcción de paz, al desarrollo de las políticas 
públicas y la participación ciudadana.
d. Actividades de apoyo a la recreación de familias de es-
casos recursos, desarrollo y mantenimiento de parques y 
centros de diversión, siempre y cuando sean para acceso 
general a la comunidad.
6. Actividades de protección al medio ambiente. Con-
servación, recuperación, protección, manejo, uso y apro-
vechamiento de los recursos naturales renovables y el 
medio ambiente sostenible.
7. Prevención del uso y consumo de sustancias psicoacti-
vas, alcohol y tabaco; atención y tratamiento a las perso-
nas consumidoras.
8. Promoción y apoyo a las actividades deportivas de�ni-
das por la Ley 181 de 1995, mediante las políticas públicas 
y las entidades competentes.
9. Actividades de desarrollo empresarial. Promoción del 
desarrollo empresarial y el emprendimiento de�nido por la 
Ley 1014 de 2006.
10. Promoción y apoyo a los derechos humanos y los obje-
tivos globales de�nidos por las Naciones Unidas.
11. Actividades de promoción y mejoramiento de la Admi-
nistración de Justicia.
12. Promoción y apoyo a entidades sin ánimo de lucro que 
ejecuten acciones directas en el territorio nacional en algu-
na de las actividades meritorias descritas en este artículo.
13. Actividades de microcrédito, en los términos del artícu-
lo 39 de la Ley 590 de 2000.
Parágrafo 1. Se entenderá que la actividad es de interés 
general cuando bene�cia a un grupo poblacional (sector, 
barrio o comunidad determinada).
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Parágrafo 2. Se considera que la entidad sin ánimo de 
lucro permite el acceso a la comunidad, cuando cualquier 
persona natural o jurídica puede acceder a las activida-
des que realiza la entidad sin ningún tipo de restricción, 
excepto aquellas que la ley contempla y las referidas a la 
capacidad misma de la entidad. Así mismo, se considera 
que la entidad sin ánimo de lucro permite el acceso a la 
comunidad, cuando hace oferta abierta de los servicios y 
actividades que realiza en desarrollo de su objeto social, 
permitiendo que terceros puedan bene�ciarse de ellas, en 
las mismas condiciones que los miembros de la entidad, 
o sus familiares.

Notas PwC
(1) Ver nota (1) del Art. 57-2.

Concordancias
E.T. Art. 19, 356, 356-2, 356-3, 357, 358 y 364-1 al 364-4.

Jurisprudencia
(Sen-016285-11): la Sala señaló que “(…)
el hecho de constituirse como corporación sin ánimo de lucro lo 

el impuesto sobre la renta y complementarios, sino desarrollar 
el objeto social de acuerdo con las actividades señaladas en el 
artículo 359 del Estatuto Tributario. De manera que, en el caso 
de la Corporación Deportiva las actividades diferentes, al deporte 

(…).”

(Sen-014736-06): en criterio del C.E. “Cuando en la norma acusa-
da se señala que las asambleas generales u órganos directivos en 
la constitución de las asignaciones permanentes “deberán dejar 
establecido el objeto de los mismas, así como los programas o 
actividades a los cuales está destinada” quiere decir que en el 
acta en la cual se apruebe su constitución, deberá indicarse con 

(sic) sea adquiriendo los bienes o efectuando las inversiones que 
se destinen a las actividades o programas para las cuales se ha 

-
tividad o actividades, que consagra el artículo 359 del Estatuto 
Tributario (…)”. 

(Sen-014745-05): las expresiones “interés general” y “acceso a la 
comunidad”, tienen connotaciones diferentes conforme a su senti-
do natural y obvio, tal como lo señaló la Corte C. en la Sent. C-692 
de 1996, ya que la primera alude al bene�cio colectivo, por oposi-
ción al puramente individual o particular, mientras que la segunda 
se re�ere a la posibilidad pública, no restringida ni limitada de so-
licitar y obtener cierto servicio.

(Sen-C-000692-96): se declara exequible el Art. 359 del D.E. 624 
de 1989, en lo referente a la frase “siempre y cuando las mismas 

”, en 
el sentido de que invariablemente aluden al bene�cio colectivo, 
por oposición al puramente individual o particular.

Doctrina DIAN
(Con-001963-19) (Con-030909-18): no es posible tratar como 
egreso las donaciones realizadas por las entidades del Régimen 
Tributario Especial, pues son descuento tributario conforme al art. 
257 del E.T.

Artículo 360. [Creado por el Inc. 2 del Art. 2 de la L. 84 
de 1988] 
para invertir. [

] Cuando se trate de programas cuya ejecución 
requiera plazos adicionales al contemplado en el artículo 
358, o se trate de asignaciones permanentes, la entidad 
deberá contar con la aprobación de su Asamblea General 
o del órgano de dirección que haga sus veces.
El órgano de dirección de las entidades que desarrollen 
las actividades meritorias de�nidas en el artículo 359, 
debe aprobar los excedentes generados, y dejar constan-
cia en el acta de la destinación de dichos excedentes, de 
los plazos que se de�nan para tal efecto y del porcentaje 
que se autorice para incrementar su patrimonio.
La reunión del órgano de dirección debe celebrarse con 
anterioridad al 31 de marzo de cada año(1).
En cualquier caso, las asignaciones permanentes no po-
drán tener una duración superior a cinco (5) años y debe-
rán invertirse en el desarrollo de la actividad meritoria 
contemplada en el objeto social y en virtud de la cual 
la entidad fue cali�cada el (sic) Régimen Tributario Es-
pecial. Con las asignaciones permanentes podrán ad-
quirirse nuevos activos, siempre que los mismos estén 
destinados al desarrollo de la actividad meritoria. En 
todo caso, los rendimientos obtenidos de los activos 
adquiridos con las asignaciones permanentes también 
deben destinarse al desarrollo de la actividad meritoria.
Parágrafo. En caso que la Entidad sin ánimo de lucro 
requiera realizar asignaciones permanentes que supe-
ren el plazo de los cinco (5) años, deberá realizar una 
solicitud en tal respecto ante la dependencia que el Di-
rector de Impuestos y Aduanas Nacionales mediante re-
solución.

Notas PwC
(1) Ver Num. (i) de Nota (2) del Art. 19.

Reglamentación
Art. 1.2.1.5.1.27 a 1.2.1.5.1.33 del D.U. 1625 de 2016. Ampliación del 
plazo y límites para reinvertir el bene�cio neto o excedente.

Concordancias  
E.T. Art. 357, 358 y 359.

Jurisprudencia
(Sen-015810-08): cuando se constituyan asignaciones permanen-
tes es necesario dejar establecido el objeto de las mismas y los 
programas o actividades a los cuales está destinada.

(Sen-009622-00): es admisible que el plazo adicional para la eje-
cución del bene�cio neto o excedente sea prorrogado con el �n de 
que dicho valor se invierta �nalmente en las actividades de interés 
general y a las que tenga acceso la comunidad.

Doctrina DIAN
(Con-901876-17): las condiciones temporales establecidas en este 
Art. aplican para el devengo de las asignaciones en general, con-
siderando que la ley no discriminó sobre el particular.

Artículo 361. [Creado por el Art. 3 de la L. 84 de 1988] 
Excepciones al tratamiento especial. [

] Lo dispuesto en los ar-
tículos anteriores no es aplicable a las entidades taxativa-
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